Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 12 y 54 minutos) 


La Comisión ha sido citada para analizar el proyecto de ley “Defensa del Derecho a la Salud 
Sexual y Reproductiva”, a fin de considerar las modificaciones introducidas en función de la votación 
que se produjo en el Senado. Además, hay que tener en cuenta que el miércoles ha sido convocado el 
Senado para una sesión extraordinaria a efectos de tratar este tema. 


La Mesa propone que se trate artículo por artículo, ya que considera que es la forma más fácil de 
trabajar. 


(Apoyados) 


Si me permiten los señores Senadores, quiero plantear una sugerencia de parte de varios 
Senadores del Partido Nacional; aclaro que se trata de una sugerencia genérica y por eso la hago al 
comienzo de la sesión. Concretamente, se ha propuesto eliminar los títulos de cada uno de los 
artículos, por ejemplo, “Deberes del Estado”, “Principios rectores”, “Principios éticos”, “Objetivos 
generales”, “Objetivos específicos” e “Institucionalidad y acciones”. Reitero, eso fue lo que plantearon 
algunos señores Senadores, a modo genérico, respecto al proyecto de ley; cumplo con transmitirlo a 
los miembros de esta Comisión. 


SEÑORA PERCOVICH.- ¿A qué se debe la solicitud? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay varios señores Senadores que no quieren quedar demasiado atados a 
determinados conceptos. Por ejemplo, el tema de los principios éticos generó mucha polémica, en el 
sentido de que el título del artículo comprometía determinadas definiciones que pueden ser de carácter 
filosófico o ideológico y, como dije, no quieren quedar atados bajo una denominación de principios 
éticos. Entonces, se planteó el tema y, finalmente, se entendió conveniente, como criterio general, para 
no tener unos artículos con título y otros no, eliminarlos en todas las disposiciones. Esa es la idea y el 
sentido del planteo. 


SEÑORA PERCOVICH.- Tal como dije en Sala, considero que los “nomen juris” contribuyen a ordenar 
el articulado. Además, cuando estas leyes llegan a los jueces, con estos títulos se puede ubicar 
claramente el concepto que se maneja en cada una de las disposiciones. En todo caso, podemos 
analizar en Sala si aceptamos o no la eliminación de los “'nomen juris”, pero me gustaría saber si esta 
es una propuesta para acompañar el Capítulo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Además, se ha planteado modificar algunos artículos. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entonces, vayamos analizando artículo por artículo y después vemos ese 
tema. 


SEÑOR VAILLANT.- He escuchado el planteo que ha hecho el señor Presidente y pienso que es 
preferible que comencemos el análisis del contenido de cada uno de los artículos y, al final, analicemos 
dicha propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, pasamos a analizar el articulado del proyecto de ley. 
En consideración el artículo 1*. 


SEÑOR ALFIE.- Más allá de compartir la propuesta de que se eliminen los “nomen juris” -quedando la 
ley mucho más aséptica, lo que en este caso creo que sería un objetivo importante a lograr-, el artículo 


1% comienza diciendo: “El Estado garantizará condiciones para el ejercicio pleno de los derechos 
sexuales y reproductivos de toda la población”. En realidad, no sé a qué condiciones se refiere. Luego, 
continúa: “A tal efecto, promoverá políticas nacionales de salud sexual y reproductiva, diseñará 
programas y organizará los servicios para desarrollarlos, de conformidad con los principios rectores y 
éticos que se establecen en los artículos siguientes”. Siendo coherentes con lo que expresó el señor 
Presidente y con la propuesta anterior, a mi criterio habría que sustituir la frase “de conformidad con los 
principios rectores y éticos que se establecen en los artículos siguientes” por “de conformidad con las 
normas que se establecen en los artículos siguientes”. De esta manera eliminamos la expresión 
“principios rectores y éticos” y no damos clase sobre ello a nadie. Además, básicamente son las 
normas que se establecen en todo el Capítulo |, que son las que importan. 


SEÑOR VAILLANT.- Supongo que esta propuesta tiene que ver con el planteo que hizo el señor 
Presidente sobre la eliminación de los nombres de los artículos, particularmente en el caso del 2* y 3%, 
referidos a los principios rectores y éticos. Las normas pueden o no establecer principios, y éstas lo 
hacen. Personalmente, estoy dispuesto a discutir si los principios son rectores, éticos, o lo que sea, 
pero no tengo ninguna duda de que son principios, y a una norma le hace bien tener principios. 
Preferiría que estos artículos -el 2% y el 3*-, en lugar de hablar de principios rectores y éticos, se 
refirieran solamente a “principios”. Creo que quitando los adjetivos “rectores” y “éticos” resolveríamos el 
problema. 


Por otro lado, el hecho de que la norma esté inspirada en principios es clarísimo, dado que, 
por ejemplo, el artículo 2? expresa: “Los derechos sexuales y reproductivos son derechos humanos 
universales, intransferibles e inalienables, y su protección incluye”, etcétera. Esta es una definición de 
principio. 


SEÑORA XAVIER.- Cuando se habla de que el Estado garantizará condiciones, de acuerdo con lo que 
sigue en el desarrollo del texto, creo que queda claro que estas condiciones están referidas a los 
aspectos sanitario, educativo, etcétera. Francamente, me parece que si no hubiéramos colocado la 
expresión “principios”, se nos estaría haciendo el planteo de siempre con relación a que no velamos 
por los principios ni por los valores. 


¿Por qué decimos que la educación en materia sexual y reproductiva tiene que ser precoz? 
Siempre doy la misma respuesta: porque el respeto por el propio cuerpo y por el del otro es un valor 
más; no lo veo desvinculado de un argumento -muy utilizado en los debates sobre estos temas- de que 
la sexualidad se descontextualiza de los valores de las personas. Francamente, no creo que mantener 
el “nomen juris” sea una cuestión de principios -me gusta que las leyes lo tengan porque es una forma 
de identificación- ni que lo sea el hecho de decir que estos son principios, pero me parece esencial que 
los principios existan en la ley. 


Creo que se pueden hacer algunos cambios; por ejemplo, no me produce ninguna 
incomodidad el hecho de que el artículo exprese “de conformidad con los principios que se establecen 
en los artículos siguientes” y eliminar esas dos palabras. Ahora bien, son principios; no por quitar el 
término dejan de serlo, y lo que nos inspira no es dar cátedra ni decir a alguien “tus principios deben 
ser los míos”, sino que estas normas están inspiradas en principios que creemos nadie cuestiona, en la 
medida en que el de la no discriminación y el del respeto por el otro figuran en todo el articulado. 


SEÑOR ALFIE.- Acepto que el texto diga: “de conformidad con los principios rectores y éticos que se 
establecen en los artículos siguientes”, pues las normas siempre imponen determinados principios y es 
claro que detrás de ellos hay una filosofía; hay formas de decirlo y de no decirlo, el tema es que a 
veces esa filosofía agrede a una parte de la sociedad innecesariamente. 


Cuando se habla de “condiciones”, ¿son condiciones sanitarias o de igualdad? 


SEÑORA XAVIER.- Da la impresión de que no cubre todo lo necesario como para ambientar la 
posibilidad del desarrollo de cada uno con relación a este tema. 


SEÑORA PERCOVICH.- Tal vez el texto podría decir solamente “El Estado garantizará el ejercicio 
pleno de los derechos sexuales y reproductivos”, que es lo que en general se le exige a los Estados 
partes de las convenciones internacionales y es a lo que se comprometieron cuando firmaron esas 
convenciones. 


Ahora bien, la palabra “condiciones”, tal como señalaba la señora Senadora Xavier, está 
indicando que el Estado no solamente va a realizar acciones concretas, sino que también va a generar 
las posibilidades de que la población se informe, a través de distintas campañas, de esta y todas las 
demás cuestiones relacionadas con los Programas Sanitarios y Educativos que después se detallan 
con mucho más precisión. 


Perfectamente se podría decir que el Estado garantizará el ejercicio de los derechos 
sexuales y reproductivos de toda la población, pues no me parece que cambie mucho el concepto, sino 
que simplemente queda más preciso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el Partido Nacional analizamos este tema en el día de ayer, y en esa 
instancia se planteó la posibilidad de suprimir la frase final que dice: “de conformidad con los principios 
rectores y éticos que se establecen en los artículos siguientes”, pero creo que esta fórmula que manejó 
el señor Senador Alfie, de alguna manera contempla esta aspiración. En todo caso, en donde dice: “de 
conformidad con los principios”, podría expresarse: “de conformidad con los principios y normas que se 
establecen en los artículos siguientes”. 


SEÑOR ALFIE.- En cuanto a la propuesta de la señora Senadora Percovich, considero que podríamos 
mantener la idea de que “el Estado garantizará el ejercicio pleno de los derechos sexuales”, porque si 
se utiliza la expresión “condiciones”, se ingresa en otro terreno, cuando lo importante, obviamente, es 
“el ejercicio pleno”. 


SEÑOR VAILLANT.- Comparto la idea de que se debe garantizar las condiciones, que no significa lo 
mismo que garantizar los derechos, porque para ejercer los derechos sexuales se necesitan las 
condiciones y otros elementos innatos de cada ser humano. Es decir, el Estado no puede garantizar el 
ejercicio de los derechos sexuales porque, entre otras cosas, se precisan dos; lo que puede garantizar 
el Estado son las condiciones para que se desarrolle la sexualidad de los ciudadanos. 


SEÑOR ALFIE.- En mi opinión, esa idea no va al fondo y, ciertamente, todo el mundo entiende que 
para bailar el tango se necesitan dos personas. 


SEÑOR VAILLANT.- Lo que quiero decir es que garantizar las condiciones es una cosa y garantizar los 
derechos es otra, no se trata simplemente de eliminar una palabra y creer que el contenido no cambia; 
no solamente cambia el contenido, sino que al establecer “garantizar los derechos sexuales”, pasa a 
ser más rígido. 


SEÑOR ANTÍA.- ¿El Estado puede garantizar? 
SEÑORA XAVIER.- Las condiciones sí, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si los señores Senadores me permiten, voy a leer el texto del artículo 1%, que 
diría lo siguiente: “(Deberes del Estado). El Estado garantizará condiciones para el ejercicio pleno de 
los derechos sexuales y reproductivos de toda la población. A tal efecto, promoverá políticas nacionales 
de salud sexual y reproductiva, diseñará programas y organizará los servicios para desarrollarlos, de 
conformidad con los principios y normas que se establecen en los artículos siguientes”. 


Consulto a los señores Senadores si están de acuerdo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar nuevamente el artículo 1*. 


(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 2. 

(Se lee:) 


“Artículo 2*.- (Principios rectores) Los derechos sexuales y reproductivos son derechos 
humanos universales, intransferibles e inalienables, y su protección incluye: 


a) la promoción de la equidad en términos de género y de justicia social. 
b) La igualdad de trato y oportunidades. 
Cc) La prestación de servicios con criterios de universalidad, calidad, eficiencia, 


confidencialidad, privacidad y solidaridad sin discriminación alguna.” 
-En consideración. 


Dentro de la Bancada analizamos la posibilidad de modificar el literal a) del artículo 2”. En 
lugar de hablar de “la promoción de la equidad en términos de género y de justicia social.”, sugerimos 
que se haga referencia a “el respeto a la equidad en términos de género y de justicia social.” 


Asimismo, proponemos agregar en el literal c) la expresión “de salud” luego de “la prestación 
de servicios”, de tal forma que quedara redactado de la siguiente manera: “La prestación de servicios 
de salud con criterios de universalidad, calidad, eficiencia, confidencialidad, privacidad y solidaridad sin 
discriminación alguna.” 


SEÑORA XAVIER.- No necesariamente los servicios son de salud, ya que puede haber una asesoría 
que no esté limitada sólo al campo sanitario. Esa es la dificultad que veo al agregar la expresión “de 
salud” al literal c) del artículo 2%. No se trata de una referencia exclusiva al área de la salud, pues en 
esto pueden estar incluidos, por ejemplo, los asistentes sociales. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por eso son principios generales. Resulta claro que puede pensarse que 
esto es característico de los servicios de salud pero, como decía la señora Senadora Xavier, nosotros 
no estamos pensando solamente en los servicios sanitarios. Tengo la sensación de que el tema de la 
sexualidad siempre se está pensando con relación al ejercicio de la sexualidad genital. La sexualidad 
es otra cosa, es parte de la conformación de nuestra personalidad y significa expresarnos de 
determinada manera. De repente alguien complementa su personalidad con distintas formas, por 
ejemplo, artísticas u otras, pero se trata del uso del cuerpo de diferente manera. Entonces, me parece 
que hay muchas instancias en las que el respeto por el cuerpo, la promoción de un cuerpo sano, una 
psicología que esté de acuerdo con el uso de ese cuerpo, etcétera, forman parte de una sexualidad 
sana y esto no se reduce solamente a las relaciones genitales. Ahí es donde los servicios pueden 
implicar un asesoramiento psicológico y educativo como, por ejemplo, para el caso de los niños y de 
los adolescentes, que tienen sus problemas. Hay algunos principios que son sólo para los servicios de 
salud y otros para los servicios de apoyo psicológico que en general tienen las aulas y los centros 
educativos, sobre todo de secundaria, tanto a nivel público como privado. Me parece que se trata de 
principios que cualquier profesional que asesora a niños y adolescentes -y también a personas adultas- 
debería contemplar. Y aquí se está especialmente refiriendo a los servicios del Estado, porque se 
tienen en cuenta, precisamente, los compromisos del Estado. Por eso me parece que estos son 
elementos que nosotros no tendríamos que acotar, sino todo lo contrario; creemos que hay que 
promover que se discutan y que sirvan como guía de trabajo para los profesionales que desempeñan 
tareas en un área delicada como esta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No haría mayor hincapié en lo que tiene que ver con el agregado de la 
expresión “servicios de salud”. Sin embargo, sí quisiera proponer una modificación en el literal a), 
donde dice: “la promoción de la equidad en términos de género y de justicia social”, para que se 
señalara: “el respeto a la equidad en términos de género y de justicia social”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Me gustaría que el Estado promoviera esta equidad, pero el respeto supone 
que ella existe y creo que, justamente, la justicia social como la equidad de género son aspectos por 
los que todavía tenemos que trabajar mucho. Quisiera que el Estado se comprometiera, como lo hizo a 
nivel internacional, a promover la equidad de género. 


SEÑOR ANTÍA.- ¿Por qué hay que establecer “justicia social”? Si estamos hablando de la ley de 
derechos sexuales y reproductivos, me parece que eso está de más. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entiendo que estamos hablando de servicios y de responsabilidades del 
Estado, en una cuestión que, precisamente, intenta promover la no discriminación que se da en esta 
materia, porque hay más o menos accesibilidad a los servicios de salud o educativos y más o menos 
discriminación, según se sea hombre o mujer, niño o niña, adolescente o viejo, o si se tiene alguna 
discapacidad. Entonces, estimo que la justicia social implica que hay que mirar en igualdad de 
condiciones. Aquí se marca una especial, que es la de género, pero en general hay otras 
discriminaciones que tienen consecuencias en un ejercicio pleno, informado, con privacidad, con 
confidencialidad, etcétera. Puedo citar dos o tres ejemplos de denuncias, que tengo en mi poder estos 
momentos; en uno de esos casos no se respetó la privacidad de un funcionario público que era 
homosexual y además era VIH positivo. Allí no se consideró importante que hubiera privacidad en la 
historia clínica y creo que el hecho de que fuera homosexual influyó mucho. 


Me parece que la justicia social es una conceptualización que no sólo es económica, sino 
que implica la visualización de otras discriminaciones culturales que no vemos. Siempre vemos 
solamente el concepto económico -esta es una gran crítica que toda la vida le he hecho a la izquierda a 
la que pertenezco- y no las otras desigualdades culturales, que también tienen consecuencias en la 
justicia social. 


SEÑORA XAVIER.- Creo que las expresiones “equidad” o “justicia social” en un tema como el que 
estamos discutiendo son claves, porque en los comportamientos y en la posibilidad de modificar 
algunos que no tienen valores saludables, nos encontramos con la gran dificultad de que mucha gente, 
por razones económicas o sociales, no puede obtener servicios que les brinden ese tipo de prestación, 
que tiene que ver con el asesoramiento y, en determinados casos, se relaciona con la forma de 
cuidarse, no sólo para no procrear, sino para no enfermar. Sabemos bien que la situación no es igual 
para quien puede acceder, sin límites económicos, a todo el asesoramiento y puede cubrir las 
necesidades que tenga, que para aquel que no lo consigue por un tema social o económico. Me parece 
que es un telón de fondo en donde apelar a esa equidad social garantiza que, efectivamente, los 
derechos sean para todas las personas. 


SEÑOR ALFIE.- Recién ahora empecé a reparar en los términos empleados. Me pregunto si no sería 
conveniente dividir el literal a) en dos partes para tener en cuenta el concepto bien válido de lo que 
acaba de expresar la señora Senadora Xavier. Teniendo en cuenta el concepto de equidad en el 
sentido amplio, podríamos poner algo así: a) la equidad en términos de género; b) la equidad social en 
la educación, el acceso, etcétera; c) igualdad de trato y oportunidades, y d) la prestación de servicios, 
etcétera. 


Ahora entendí esto; no había advertido el contenido del concepto de justicia social. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos poner: “a) la equidad en términos de género; b) la equidad en 
materia social; c) la igualdad de trato y oportunidades; d) la prestación de servicios con criterios de 
universalidad, calidad, eficiencia”, etcétera. 


El artículo quedaría redactado de la siguiente manera: “(Principios Rectores).- Los derechos 
sexuales y reproductivos son derechos humanos universales, intransferibles e inalienables, y su 


protección incluye: 

a) la equidad en términos de género. 
b) la equidad en materia social. 

Cc) la igualdad de trato y oportunidades. 


d) la prestación de servicios con criterios de universalidad, calidad, eficiencia, confidencialidad, 
privacidad y solidaridad sin discriminación alguna”. 


Quedarían, entonces, cuatro literales: a), b), c) y d). 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2? con la redacción que se acaba de 
leer. 


(Se vota:) 

-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Léase el artículo 3*. 

(Se lee:) 


Artículo 3*.- (Principios éticos).- En materia de sexualidad humana se reconocerá la 
comunicación interpersonal placentera por sobre su función biológica vinculada a la procreación. En tal 
virtud, corresponde: 


a) respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y tiempos personales de evolución; 


b) reconocer el derecho de toda persona a procurar su satisfacción sexual durante todo su ciclo vital 
según sus propias necesidades y preferencias, siempre que resulten respetados los derechos de 
terceros involucrados; 


c) combatir las discriminaciones de orden cultural que impidan la toma de decisiones autónomas y en 
igualdad de condiciones entre hombres y mujeres; 


d) combatir toda forma de violencia sexual y otras presiones de carácter físico, social, económico o 
cultural en el ejercicio de la sexualidad; 


e) reconocer y promover el derecho y la obligación de hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a 
controlar responsablemente su sexualidad por los medios más adecuados y compatibles con sus 
convicciones. 


f) Garantizar el derecho y deber de los profesionales de la salud a guardar el secreto profesional y el 
derecho de los y las usuarias a la confidencialidad.” 


-En consideración. 
SEÑOR ALFIE.- En el proyecto que salió de Comisión no había un literal f) 


SEÑORA PERCOVICH.- Se incluye en un aditivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al artículo 3%, uno de los temas que generó más polémica y 
discusiones entre nosotros es lo que dice acerca de que “en materia de sexualidad humana se 
reconocerá la comunicación interpersonal placentera por sobre su función biológica vinculada a la 
procreación”. Quería, entonces, proponer, manteniendo el acápite, una redacción alternativa que dijera: 
“En materia de sexualidad humana se reconocerá la función biológica vinculada a la procreación, así 
como el carácter placentero de la comunicación interpersonal”. 


SEÑOR ALFIE.- Personalmente, he traído una redacción muy parecida, que dice: “En materia de 
sexualidad humana se reconocerá tanto su función biológica vinculada a la procreación como la 
comunicación interpersonal”, que todos sabemos lo que significa, eliminando la expresión referida al 
carácter placentero. 


(Dialogados) 
-Accedemos, entonces, a no eliminarla. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para nosotros lo esencial es establecer en pie de igualdad el reconocimiento a 
ambas funciones. 


Procederé a leer nuevamente la redacción que proponemos. Dice así: “En materia de 
sexualidad humana se reconocerá tanto la función biológica vinculada a la procreación como el 
carácter placentero de la comunicación interpersonal”. Luego continúa: “En tal virtud”, etcétera. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera hacer dos supresiones menores en los literales b) y d). El literal b) se refiere 
a la sexualidad humana y, por lo tanto, me parece que debería decir: “reconocer el derecho de toda 
persona a procurar su satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según sus propias necesidades y 
preferencias, siempre que resulten respetados los derechos de terceros”, eliminando la palabra 
“involucrados”, que considero innecesaria y que puede dar lugar a suspicacias, etcétera. 


(Apoyados) 


SEÑOR ANTÍA.- Quisiera saber a qué se refiere con “ciclo vital”. Creo que comprende la tercera edad, 
pero genera alguna dificultad en el sentido de que, en lo que tiene que ver con la satisfacción sexual, el 
ciclo vital puede empezar a veces a los 11 años. Cuando se habla de “ciclo vital”, ¿se está haciendo 
referencia al ciclo vital sexual? Me gustaría que me dieran una explicación al respecto. 


SEÑORA XAVIER.- El ciclo vital de una persona se extiende desde que nace hasta que muere. Puede 
hablarse del ciclo vital con relación a la sexualidad o a otros aspectos del desarrollo humano. Además, 
sexualidad tienen ya los niños. El tema de abarcar toda la vida de las personas no se refiere 
exclusivamente a la iniciación en las relaciones sexuales, sino a la sexualidad no necesariamente 
acotada a las relaciones sexuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al literal b), propongo que en lugar de decir “reconocer el 
derecho de toda persona a procurar su satisfacción sexual durante todo su ciclo vital según sus propias 
necesidades y preferencias”, se diga: “reconocer el derecho de toda persona a procurar su satisfacción 
sexual según sus propias necesidades y preferencias”. De esa forma dejamos de lado la expresión 
“ciclo vital”, que genera rispideces y que ha dado lugar a discutir desde cuándo empezaría el ciclo vital 
en relación con el tema de la niñez. 


Entonces, el literal b) diría: “reconocer el derecho de toda persona a procurar su satisfacción 
sexual según sus propias necesidades y preferencias, siempre que resulten respetados los derechos 
de terceros”. 


SEÑOR ALFIE.- El literal d) expresa: “combatir toda forma de violencia sexual y otras presiones de 
carácter físico, social, económico o cultural en el ejercicio de la sexualidad”. Es obvio que esto se da en 
el ejercicio de la sexualidad; me parece una redundancia y, además, la ley habla de eso. Entonces, 


propongo poner un punto luego de donde dice: “cultural”. Repito que es obvio que estamos hablando 
del ejercicio de la sexualidad y, en todo caso, si fuera más general, no sólo estaría restringido a este 
ámbito. 


SEÑORA PERCOVICH.- A todos nos tiene que quedar claro que estamos hablando de la presión 
económica, cultural y social en el ejercicio de la sexualidad. 


SEÑOR ALFIE.- El artículo dice: “En materia de sexualidad humana”... “En tal virtud, corresponde:”... 
“combatir toda forma de violencia sexual y otras presiones de carácter físico, social, económico o 
cultural”. Y ahí ponemos punto. 


SEÑORA PERCOVICH.- Está bien, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El literal c) de este artículo diría: “combatir las discriminaciones de orden 
cultural que impidan la toma de decisiones autónomas y en igualdad de condiciones entre hombres y 
mujeres”. 


Por otra parte, había alguna resistencia para votar el literal e), que expresa: “reconocer y 
promover el derecho y la obligación de hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a controlar 
responsablemente su sexualidad por los medios más adecuados y compatibles con sus convicciones.” 
Generó bastante polémica, sobre todo, cuando se dice “promover...cualquiera sea su edad”, lo que 
podría significar desconocer algunos aspectos que son inherentes al tema de la patria potestad. 
Entonces, no parecería adecuado que el Estado promoviera los derechos y obligaciones en materia de 
sexualidad, cualquiera sea la edad de los hombres y mujeres, porque no se estaría tomando en cuenta 
lo relativo a la patria potestad. 


SEÑORA PERCOVICH.- Desde la Convención sobre los Derechos del Niño y desde que aprobamos el 
Código de la Niñez y la Adolescencia, los niños, niñas y adolescentes tienen derecho a la salud, más 
allá de a lo que los obliguen los padres. Lamentablemente, muchos de éstos no sólo no promueven la 
educación de sus hijos sino que además los explotan sexualmente. Entonces, hay una responsabilidad 
del Estado en el sentido de que desde los centros educativos y los servicios sociales se desarrolle el 
grado de responsabilidad que deben tener los menores que están en la etapa de la niñez y la 
adolescencia -sobre todo en la adolescencia-, porque en definitiva no les podemos prohibir ejercer la 
sexualidad, ya que igualmente la van a ejercer. De este modo se busca que la ejerzan con 
responsabilidad. 


Es responsabilidad del Estado que los adolescentes concurran a los servicios y reciban 
atención; que se les provea la asesoría necesaria; que entre ellos se promueva una conducta 
responsable con relación a las infecciones de transmisión sexual, etcétera. A veces, los padres, por no 
hablar de esto o por el ejercicio de una patria potestad mal entendida, no preservan la salud de sus 
hijos ni desean que tengan un hijo irresponsablemente. Precisamente, en el Capítulo V hemos 
incorporado un artículo al Código de la Niñez por el que se preserva la confidencialidad de los 
adolescentes en los servicios de salud. Este es un tema muy importante para poder brindar la 
posibilidad de que los adolescentes se cuiden. Si en el servicio médico les piden que concurra con su 
papá o su mamá, pero esos padres presuponen que los adolescentes no van a tener relaciones 
sexuales, quizás nos quedemos con el entripado de que no los podemos ayudar a que, por lo menos, 
ejerciten su sexualidad responsablemente. Creo que no reconocerlo es como intentar tapar el sol con 
un dedo. Me parece que esta cuestión, complementada con el artículo que hemos incorporado al 
Código de la Niñez -en el que las responsabilidades del Estado quedan muy acotadas con relación a la 
salud de los niños, niñas y adolescentes-, demuestra que no son miedos lo que debemos tener, sino, al 
contrario, un poquito de audacia. 


SEÑOR VAILLANT.- Comparto totalmente lo que está manifestando la señora Senadora Percovich. 


Por otro lado, este literal tiene una vinculación directa con las posibilidades de disminuir el 
embarazo no deseado y, como consecuencia, el aborto. Lo que se está planteando es, justamente, el 


ejercicio responsable de la sexualidad, pensando en sus consecuencias. Por lo tanto, es necesario 
mantener este concepto. 


SEÑOR ALFIE.- Con la intención de conciliar posiciones, sugiero eliminar la expresión “reconocer y 
promover el derecho y la obligación...” y colocar en su lugar “reconocer y difundir los derechos y las 
obligaciones... .” Estoy dispuesto a votar el literal e) aunque se mantenga la palabra “promover”, pues 
lo que me interesa es que se agregue el verbo “difundir” que es de lo que estamos hablando. Por lo 
tanto, la redacción del literal e) sería la siguiente: “Reconocer y difundir los derechos y las obligaciones 
de hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a controlar responsablemente su sexualidad por los 
medios más adecuados y compatibles con sus convicciones”. 


SEÑORA PERCOVICH.- En este artículo queríamos incorporar algunas sugerencias que nos han 
formulado los doctores Hugo Rodríguez, Alonso y Briozzo, con relación al derecho y el deber de los 
profesionales de la salud a guardar el secreto profesional y el derecho de los y las usuarias a la 
confidencialidad. Con ello se pretende concretamente reafirmar en estos principios y normas la 
responsabilidad del Estado de garantizar esos derechos y deberes de los profesionales de la salud, 
así como el de los y las usuarias a la confidencialidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El concepto de confidencialidad ha generado mucha polémica. Dado que en 
torno a la despenalización del aborto hay interpretaciones extremistas -tanto para uno como para otro 
lado-, hay quienes han señalado que la introducción de esa noción como principio en la redacción del 
artículo 3%, de alguna manera tiene el sentido de amparar a quienes realizan prácticas de aborto y de 
protegerlos guardando la confidencialidad. 


Es importante que quede bien claro en la versión taquigráfica cuál es el sentido de este 
artículo y qué es lo que estamos habilitando con este proyecto de ley porque, repito, después se 
hacen distintas interpretaciones del tema. 


SEÑORA XAVIER.- Sin duda esa puede ser una interpretación y por eso algunos decimos: 
“despenalicémoslo en determinadas circunstancias y busquemos una mayor transparencia en este 
tema”. De todas maneras, sabemos bien que no hay un único camino. 


El tema de la confidencialidad y de los deberes de los profesionales de la salud está 
incorporado a las normas éticas, así que a mí no me cabe ninguna duda de que, más allá de que tenga 
“nomen juris” o no, en los principios éticos tiene que estar incluido el equipo de salud garantizando 
servicios confidenciales. 


Todos sabemos que venimos avanzando en los derechos con relación al vínculo entre el 
usuario y el médico -pero también con el resto del equipo sanitario-, y que los derechos los tiene la 
persona que va a hacer la consulta, mientras que el profesional tiene la obligación de guardar reserva 
sobre sus datos. 


Me parece que es clave establecerlo acá y las suspicacias vendrán por cuenta de quien las 
tenga. De todas maneras, creo que es un argumento lógico de parte de quien está en contra de una 
solución diferente, es decir, del hecho de una regulación más amplia, pero entiendo no podríamos 
soslayar la responsabilidad del equipo profesional. 


SEÑOR ANTÍA.- En realidad, el cuestionamiento viene por el lado de la confidencialidad en el tema de 
consultas con menores, que de pronto interfiere en el tema de la patria potestad. 


Ahora bien, el artículo 16 del Capítulo IV, dice: “De acuerdo a la edad del niño, niña o 
adolescente se fomentará que las decisiones sobre métodos de prevención de la salud sexual u otros 
tratamientos médicos que pudieran corresponder, se adopten en concurrencia con sus padres u otros 
referentes adultos de su confianza, debiendo respetarse en todo caso la autonomía progresiva de los 
adolescentes”. Me parece que aquí se respeta el derecho del niño en concurrencia con sus padres u 
otros referentes adultos de su confianza. 


Quería hacer este comentario para salvar la observación planteada y algunas de las críticas 
que se pudieran realizar. 


SEÑOR ALFIE.- Con respecto al artículo 16 del Capítulo IV, quería indicar que el inciso siguiente de 
dicha norma -con respecto al cual tengo alguna duda, pero de todas maneras me parece que está 
claro- también salva el hecho de que en algún caso los padres pueden impedir determinados 
tratamientos o actos. 


Más allá de eso, no me opongo a votar el literal f) así como está y sólo quiero acotar algo con 
respecto a la redacción. El literal f) expresa: “Garantizar el derecho y deber de los profesionales de la 
salud a guardar el secreto profesional y el derecho de los y las usuarias” -en todo caso, se debería 
decir: “de los usuarios y de las usuarias”- “a la confidencialidad”. Como norma general pondría “los 
usuarios” porque en el idioma español esto incluye a los usuarios y a las usuarias. No hablo sólo en 
este caso porque también tengo otras correcciones similares para formular. Entonces, el género 
masculino, en realidad, se toma como género humano. Pero no me opondría a que se exprese “los 
usuarios y las usuarias”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Es el lenguaje que figura en los organismos internacionales. 


La propia Real Academia Española expresa que no existe lo que no se nombra. En una 
Asamblea General de las Naciones Unidas se originó una gran discusión con respecto al tema de los 
lenguajes en los documentos, en las leyes, etcétera, por lo que se impulsa a que se nombren hombres 
y mujeres. Puede parecer muy aburrido este aspecto, pero implica que si a ese sujeto no se lo nombra, 
no vamos a estar pensando en él. Por eso se expresa: “niños, niñas y adolescentes”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Cómo quedaría la redacción? 
SEÑORA PERCOVICH.- Como expresó el señor Senador Alfie: “los usuarios y las usuarias”. 
SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa va a leer el artículo 32 con las modificaciones propuestas. 


“Artículo 3*. (Principios éticos).- En materia de sexualidad humana se reconocerá tanto la función 
biológica vinculada a la procreación como el carácter placentero de la comunicación interpersonal. En 
tal virtud, corresponde: 


a) respetar la diversidad de idiosincrasias, valores y tiempos personales de evolución; 


b) reconocer el derecho de toda persona a procurar su satisfacción sexual según sus propias 
necesidades y preferencias, siempre que resulten respetados los derechos de terceros; 


c) combatir las discriminaciones de orden cultural que impidan la toma de decisiones 
autónomas y en igualdad de condiciones entre hombres y mujeres; 


d) combatir toda forma de violencia sexual y otras presiones de carácter físico, social, 
económico o cultural; 


e) reconocer y difundir los derechos y las obligaciones de los hombres y mujeres, cualquiera 
sea su edad, a controlar responsablemente su sexualidad por los medios”... 


SEÑOR VAILLANT.- ¿No debería decirse “el derecho y la obligación”, porque es el derecho a 
controlar? 


SEÑOR PRESIDENTE.- La modificación es correcta, por lo que el literal e) expresaría: “reconocer y 
difundir el derecho y la obligación de hombres y mujeres, cualquiera sea su edad, a controlar 


responsablemente su sexualidad por los medios más adecuados y compatibles con sus convicciones”. 


Y se incluye un literal f) que expresa: “garantizar el derecho y deber de los profesionales de 


la salud a guardar el secreto profesional y el derecho de los usuarios y las usuarias a la 
confidencialidad”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 


-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Léase el artículo 4”. 


(Se lee:) 


“Artículo 4* (Objetivos generales).- Las políticas y programas de salud sexual y reproductiva 


tendrán los siguientes objetivos generales: 


a) 


universalizar en el nivel primario de atención la cobertura de salud sexual y 
reproductiva, fortaleciendo la integralidad, calidad y oportunidad de las prestaciones con suficiente 
infraestructura, capacidad y compromiso de los recursos humanos y sistemas de información 
adecuados; 


garantizar la calidad, confidencialidad y privacidad de las prestaciones; la formación 
adecuada de los recursos humanos de la salud tanto en aspectos técnicos y de información como 
en habilidades para la comunicación y trato; la incorporación de la perspectiva de género en todas 
las acciones y las condiciones para la adopción de decisiones libres por parte de los usuarios y las 
usuarias; 


asegurar el respeto a los derechos sexuales y reproductivos de las personas 
institucionalizadas o en tratamiento asistencial, como parte de la integralidad bio-sico-social de la 
persona; 


capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, secundario y terciario para la 
promoción del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos como parte de una ciudadanía 
plena; 


impulsar en la población la adopción de medidas de promoción de la salud y de 
prevención de la enfermedad y estimular la atención institucional de los temas prioritarios en salud 
sexual y reproductiva; 


promover la coordinación interinstitucional y la participación de redes sociales y de 
usuarios y usuarias de los servicios de salud para el intercambio de información, educación para la 
salud y apoyo solidario.” 


-En consideración. 


Con respecto a este artículo, nuestra principal preocupación es el literal d), para el cual 


proponemos la siguiente redacción: “capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, secundario y 
terciario para la educación en el ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos como parte de una 
ciudadanía plena y en el marco de los derechos y obligaciones inherentes a la patria potestad”. Esto 
implica que los docentes sean capacitados para educar en el ejercicio de los derechos sexuales y 
reproductivos, como parte de una ciudadanía plena, pero teniendo claro que eso debe hacerse en el 


marco del respeto de los derechos y obligaciones inherentes a la patria potestad. Así como se incluye 
el marco de la “ciudadanía plena”, nos parece que también debería servir de marco general, de 
enfoque, de encuadre de la capacitación de los docentes, la perspectiva de los derechos y obligaciones 
inherentes a la patria potestad. 


SEÑORA PERCOVICH.- Aclaro que en los principios se incluyeron algunos aspectos. Obviamente, no 
queremos ir en contra de las convicciones y los valores del entorno de los niños, o sea que la 
referencia siempre se va a hacer. Creo que este es uno de los aspectos bien interesantes, tanto de la 
época en la que se capacitó en educación sexual -de 1991 a 1995-, como de ahora, con esta idea de 
remitir a los niños a las convicciones familiares, preservando sus costumbres, sus valores, etcétera. En 
mi opinión, eso está contemplado, justamente, en los principios. Por ejemplo, el literal e) del artículo 3” 
que acabamos de votar, dice: “reconocer y difundir el derecho y la obligación de hombres y mujeres, 
cualquiera sea su edad, a controlar responsablemente su sexualidad por los medios más adecuados y 
compatibles con sus convicciones”. Me parece que queda contemplado el respeto de las convicciones 
de orden cultural, que también se señala en otros principios que hablan de respetar la diversidad e 
idiosincrasia, los valores y los tiempos personales de evolución. Admito que la patria potestad es una 
figura jurídica que sirve para algunas cosas, pero no creo que esté vinculada con este punto. En todo 
caso, a los efectos de eliminar la suspicacia de que el Estado intervenga, por ejemplo, en lo que tiene 
que ver con los valores del entorno familiar, propondría que se agregue otra frase. 


SEÑOR ANTÍA.- Comparto lo que expresa la señora Senadora Xavier; de pronto habría que buscar 
otra redacción, pero me parece adecuado que se incluya, porque esa es también una manera de lograr 
el compromiso de todos, pues no solo es necesario educar a los hijos, sino también a los padres que, 
en algunos casos, venimos absolutamente como asnos, por así decirlo. 


SEÑOR VAILLANT.- Voy a plantear mi oposición a modificar este artículo en el sentido que propone el 
señor Presidente, y aun con la idea sugerida por la señora Senadora Percovich. 


Entiendo que si incluimos en el literal d) el agregado que propone el señor Presidente 
relacionado con la figura de la patria potestad -a partir de que se estaría promoviendo la educación 
sexual en los centros de estudio-, también se estaría generando un cuestionamiento y una demanda 
contra el Estado por la educación sexual que van a estar recibiendo los hijos. El marco de la patria 
potestad es totalmente amplio y los padres pueden no estar de acuerdo con la enseñanza sexual que 
el Estado brinde a sus hijos. Entonces, por un lado, estaríamos promoviendo la educación sexual a 
nivel primario, secundario y terciario y, por otro, que se ajuste al marco de la patria potestad, lo cual 
puede ser interpretado como “si los padres están de acuerdo con la educación que se está 
impartiendo”. 


Entiendo que hay que contemplar los derechos relacionados con la patria potestad pero, por 
ejemplo, si en los centros de estudio se enseña la importancia de la vacunación para prevenir 
enfermedades, el hecho de que haya padres que no están de acuerdo con el sistema de vacunación no 
debe impedir que se eduque a los hijos a favor de vacunarse, aun cuando después los padres van a 
adoptar su decisión. 


Ahora bien, acá lo que se pretende es “capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, 
secundario y terciario para la promoción del ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos como 
parte de una ciudadanía plena”. En otras palabras, estamos hablando de capacitar para promover; a 
eso se refiere la disposición. Si los padres no están de acuerdo con esa capacitación, en el caso de 
que se incluya el agregado propuesto, se neutralizaría el artículo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que es demasiado drástica la interpretación que hace el señor 
Senador Vaillant pero, si me permiten, quiero decir lo siguiente. Los señores Senadores saben -así lo 
expresé en la última sesión del Senado- que soy partidario de la educación en materia sexual. He visto 
muchas situaciones desgraciadas, en las que cuando se investigaron las causas se advirtió que en el 
fondo el problema era la falta de información, de educación y de conocimiento. Además, no me parece 
justo que el conocimiento en esta materia sea muy accesible para unos y para otros no. El único 
camino para corregir esa situación es a través de la educación, pues es la forma de poder llegar a todo 
el mundo. De esa manera, quien tiene los medios -no solo económicos, sino también culturales y 


geográficos, entre otros- va a estar informado y quien no los posea podrá acceder a ese conocimiento 
a través de la educación. 


No obstante ello, debe tenerse cuidado -por aquí debería enfocarse este punto- con todo lo 
que significa formar y educar, porque es un tema delicado, más aún cuando recién estamos rompiendo 
ciertos moldes a nivel cultural en la sociedad uruguaya. Hace un tiempo, a nivel de la sociedad 
uruguaya, estos eran temas tabúes. Entonces, nos preocupa que al no existir ninguna referencia al 
tema de la patria potestad o a la participación de los padres -por lo menos en el sentido de que cuando 
se vaya a instruir a los docentes, esté incluido dentro de la capacitación el concepto de que hay ciertos 
elementos que son propios de la patria potestad-, se pueda prestar para que haya un rechazo de parte 
de algunos que, por un lado, pueden aducir que el Estado pretende meterse y desconocer los derechos 
de los padres; por otro lado, habrá quienes realicen la interpretación para el otro extremo, en el sentido 
de que lo que la norma dice es que se capacite en la formación para la educación de los derechos 
sexuales y que los padres no tienen nada que ver, porque se trata de un tema de educación y 
formación. Eso es lo que quiero evitar, pues ninguna de las dos interpretaciones es buena. En esto se 
da lugar a las dos interpretaciones extremas. Se da pie a los que dicen que el Estado se quiere meter 
en todo y quiere birlar los derechos correspondientes a la patria potestad y a los que hacen una 
interpretación extrema y entienden que lo que se quiere es una cancha libre, sin tener en cuenta que 
hay ciertos elementos que son delicados en cuanto son competencia, por lo menos compartida, con los 
padres en el ejercicio de la patria potestad. 


¿Se entiende la idea? 


SEÑORA PERCOVICH.- La hemos captado perfectamente y, al respecto, tenemos una propuesta. 
Obviamente, esa preocupación ha estado presente a la hora de pensar cómo encarar la educación 
sexual, tanto en el otro período como ahora. Siempre se alude a la información que se entrega y a que 
tiene que haber referencia al entorno familiar de los chiquilines. Entonces, en el literal d), luego de 
“capacitar a las y los docentes de los ciclos primario, secundario y terciario para la promoción del 
ejercicio de los derechos sexuales y reproductivos como parte de una ciudadanía plena”, se podría 
agregar “y en el respeto de los valores de referencia de su entorno cultural familiar”. Evidentemente, es 
muy importante este aspecto, porque no es lo mismo una familia musulmana, que una católica o una 
judía. Otra cosa puede ser que la persona no sepa cómo trabajar el tema con los chiquilines y deje 
todo en manos de los profesores. 


SEÑOR ANTÍA.- El planteo da pautas a los docentes. 
SEÑORA PERCOVICH.- Sí, me consta que eso es lo que se está haciendo y me parece bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que la señora Senadora Percovich captó plenamente el sentido de 
nuestra idea y compartimos la redacción que ha señalado. 


SEÑOR ANTÍA.- Es correcta. 


SEÑORA PERCOVICH.- Entonces, podríamos agregar “y en el respeto de los valores de referencia de 
su entorno cultural” al final del inciso d) del artículo 4%, porque a lo mejor no se trata solamente de la 
familia. 


SEÑOR ANTÍA.- Quedaría más claro si hablamos de “su entorno cultural y familiar”. 
SEÑORA PERCOVICH.- Podemos agregar, pues, “de su entorno cultural - familiar”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se podría hacer referencia a “su entorno cultural y familiar”, de modo de 
contemplar el ámbito general y el particular. 


SEÑOR ALFIE.- Entonces, se hablaría de “capacitar a los docentes...” y no de “capacitar a las y los 
docentes...”, ya que todas las veces aludimos a “los docentes”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Se habla de las y los docentes, entonces, ¿por qué ahora vamos a cambiar? 
En este caso, si se tiene en cuenta la generalidad, se tendría que aludir a “las docentes”, que son el 
98% de los educadores. 


SEÑOR ALFIE.- Pero el idioma español es así, y nada más. 
SEÑOR PRESIDENTE.- De esa forma, estaríamos modificando el literal d) del artículo 4*. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera plantear una pregunta sobre el literal c). Me gustaría saber por qué se hace 
referencia a “asegurar el respeto a los derechos sexuales y reproductivos de las personas 
institucionalizadas...”. ¿A qué se refiere con la expresión “personas institucionalizadas””? 


SEÑORA PERCOVICH.- Se refiere a personas que están en hospitales, que son siquiátricas, que 
están en casas de salud, etcétera. Se busca que no se ignore el tratamiento de los temas de su 
sexualidad, porque forman parte de su personalidad. Este no es un asunto menor. 


SEÑOR ALFIE.- En realidad, pregunté porque no sabía qué quería decir. 
SEÑORA XAVIER.- Esas personas no dejan de tener sus necesidades de sexualidad. 


SEÑOR ALFIE.- No sabía en qué se diferenciaban de otras personas normales. Se podría decir que el 
tratamiento asistencial es una situación particular pero, por ejemplo, si están en un hogar colectivo y no 
en una casa de salud, me imagino que estarán incluidos, y no sé si eso es estar institucionalizado. 


Reitero que pregunté sobre esto porque nunca lo había escuchado así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 4, con las 
modificaciones introducidas en el literal d), que fueran dadas por la señora Senadora Percovich. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 5%, para ver si hay modificaciones. 


SEÑOR ALFIE.- Quisiera hacer una pregunta que refiere al literal f) de este artículo 5%, que habla de 
“Objetivos específicos”, porque me parece que reitera algo ya dicho en el artículo 3%, aunque quizás 
vaya a algo más particular que no me doy cuenta. En lo personal, creo que este literal, que en realidad 
habla de la salud mental, está reiterando parte del artículo 3” y parte del artículo 2%, que son más 
generales. 


Inclusive, “la prevención de la violencia física, sicológica, sexual y las conductas 
discriminatorias”, me parece que se trata de un objetivo general. Obviamente, si es general, también 
incluye a las personas que tienen trastornos mentales. Tal vez estoy equivocado, pero esto no me 
queda claro. 


Por otro lado, en el literal ¡), se establece: “prevenir y reducir el daño de las infecciones de 
transmisión sexual”; me pregunto si son infecciones o enfermedades. 


SEÑORA XAVIER.- Hubo un cambio, porque antes se hablaba de enfermedades y ahora de 
infecciones. 


SEÑORA PERCOVICH.- Aquí se pone el acento en toda la política de salud mental para que no se 
olvide este aspecto y, además, el tema de la violencia es muy importante. Por suerte, en la actualidad 


hay protocolos de capacitación de todo el sistema sanitario, con relación a la visualización de la 
violencia como un tema de salud que, lamentablemente, está muy unido al ejercicio de la sexualidad. 
Eso tiene consecuencias y es objeto de las consultas más asiduas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto a lo establecido en el literal e), nosotros tenemos un planteo 
para hacer. El mismo dice: “garantizar el acceso universal a diversos métodos anticonceptivos seguros 
y confiables, que incluya la ligadura tubaria y la vasectomía con consentimiento informado de la mujer y 
del hombre, respectivamente” y nosotros no entendemos mucho por qué se incluye, específicamente, 
la mención de dos procedimientos anticonceptivos. Nuestra idea es que la redacción de este artículo 
termine cuando dice “métodos anticonceptivos seguros y confiables”. Formulamos este planteo porque 
consideramos que mencionar a dos medios, prácticas o procedimientos anticonceptivos -la ligadura 
tubaria y la vasectomía- podría llevar a que también hubiera que nombrar otros. 


En definitiva, lo que proponemos -repito- es que el artículo diga solamente: “garantizar el 
acceso universal a diversos métodos anticonceptivos seguros y confiables.” 


SEÑORA XAVIER.- En lo que me es personal, pienso que sería mejor si, en lugar de eliminarse, estos 
procedimientos se establecieran en un literal aparte, justamente, para jerarquizarlos. Digo esto porque 
no sé si ustedes recordarán que hace algunos meses presentamos un dossier -que pedimos que el 
Cuerpo votara para que fuera al Ministerio de Salud Pública-, que se refería a una práctica muy 
discriminatoria con respecto a la ligadura de trompas, obviamente, en la mujer. Para autorizarla, en 
algunos formularios se necesitaban tres firmas: la de la mujer involucrada, la del compañero o esposo y 
la de un tercero que ni siquiera se especificaba qué características debía reunir. 


La verdad es que la esterilización definitiva mediante un procedimiento quirúrgico -como la 
vasectomía o la ligadura de trompas- es una de las cosas que se les retacea, en cuanto a información 
y procedimiento, a mujeres que, de repente, tienen 39 años y cinco hijos y el profesional no accede a 
ligar las trompas, según se dice, por una eventual reclamación. 


Entonces, lo que salva de una eventual reclamación -que puede ocurrir-, es el 
consentimiento informado de la persona, ya que luego no podrá decir que no consintió, por ejemplo, la 
ligadura de trompas y, por lo tanto, si quisiera tener otro hijo, no podría. 


En consecuencia, con relación a esta práctica se ha dado una situación de mucha 
discriminación y desconocimiento, y me parece que incorporar esto a la ley estaría garantizando un 
derecho -en este caso, reproductivo- que se debe rescatar, porque existe una barrera que parece 
infranqueable; hay que tratar de que los profesionales se adecuen al respeto que debe garantizarse 
cuando viene un hombre y dice que se va a realizar una vasectomía o cuando una mujer manifiesta 
que se quiere practicar una ligadura de trompas. 


En la medida en que estamos legislando con temas que tienen que ver con situaciones que 
se dan a lo largo de la vida de las personas, me parece que debemos incluir este aspecto en la norma. 
Es más, propondría separarlo porque, especificamente, se trata de dos procedimientos invasivos en 
cuanto a la esterilización definitiva, ya que no estamos hablando de métodos reversibles de 
anticoncepción, sino de procedimientos de otra categoría. 


Entonces, pido que consideremos, eventualmente, la posibilidad de considerar estos 
aspectos como literales separados, en el caso de que faltasen votos; creo que es muy importante que 
no omitamos una referencia de esta naturaleza. 


SEÑOR ANTÍA.- Comparto los criterios planteados por la señora Senadora Xavier. Creo que una 
mención específica a estos temas libera de una cantidad de responsabilidades. Hay médicos que, por 
miedo a los juicios, no intervienen. En múltiples oportunidades, al practicarse una cesárea muchas 
mujeres aprovechan para solicitar una ligadura de trompas, pero los médicos no saben si ello no les 
generará un problema a futuro. Por lo tanto, pienso que incluir estos temas en el proyecto de ley tiene 
que ver con un mejor manejo de la sexualidad y evitaría muchos abortos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que en el literal e) tenemos que separar la primera frase de la segunda. 
El literal e) diría: “garantizar el acceso universal a diversos métodos anticonceptivos seguros y 
confiables”. A continuación se agregaría un literal f) que expresaría: “incluir la ligadura tubaria y la 
vasectomía con consentimiento informado de la mujer y del hombre, respectivamente”. 


SEÑORA PERCOVICH.- Esto se relaciona con el acápite, que dice: “Son objetivos específicos de las 
políticas y programas de la salud sexual y reproductiva:”. 


SEÑORA XAVIER.- ¿De qué manera se hace? Con consentimiento informado de la mujer y del 
hombre, respectivamente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hay un aditivo al artículo 5% propuesto por las señoras Senadoras Percovich y 
Xavier y el señor Senador Vaillant, que iría a continuación del literal c). Este aditivo dice: “promover el 
desarrollo de programas asistenciales con la estrategia de disminución del riesgo y daño en la atención 
integral a los casos de 'embarazo no deseado - no aceptado', desde un abordaje sanitario 
comprometido con los derechos sexuales y reproductivos como los derechos humanos”. 


SEÑOR VAILLANT.- Sería el literal siguiente al c). 


SEÑORA XAVIER.- En materia de disminución de riesgo y daño en el aborto practicado en las 
condiciones en que se lleva a cabo en nuestro país, hay una serie de normas sanitarias que, tal como 
explicamos en Sala, requieren una actuación previa y eventualmente una posterior a la interrupción de 
un embarazo; es decir que no actúan sobre el momento en que la mujer pueda eventualmente 
practicarse un aborto. Esto significa un protocolo de atención en el cual, desde el punto de vista 
sanitario -pero no exclusivamente sanitario-, la mujer cuenta con el asesoramiento para no incurrir en 
determinadas prácticas que pueden afectar su salud o la vida misma; y se desestimularía, en todo 
caso, que culminara en un aborto, diciéndole que eventualmente puede tener otras alternativas y que 
debe consultar, ante determinadas situaciones, si llegara a practicárselo, porque uno sabe que 
muchas veces las mujeres llegan con abortos en curso y no confiesan qué ingirieron o qué se pusieron 
en el cuerpo, y no hay forma de salvarles la vida. Entonces, estas prácticas sanitarias han ayudado a 
disminuir el riesgo, asesorando y no interviniendo en el tema sobre el que este proyecto pretendía 
legislar originalmente. 


SEÑOR ANTÍA.- ¿Tiene que ver con el programa? 


SEÑORA XAVIER.- Exacto, y con otros programas que eventualmente pudieran implementarse, 
porque lo que falta es protocolo de atención. Entonces, es genérico en materia de que los programas 
asistenciales pueden ser para reducir el daño en estos casos, pero eventualmente podrían realizarse 
otros programas en esa estrategia de reducción del daño y del riesgo, que es una modalidad diferente 
de encarar problemas difíciles que no son erradicables en su totalidad, más allá de la modificación de 
las normas y de la educación en las personas. Siempre hay un margen de irreversibilidad donde 
reducir el daño es esencial. 


SEÑOR ANTÍA.- En esto que ustedes están proponiendo, ¿se podría precisar más la expresión 
“protocolo de atención”? Planteo esta inquietud porque quedó mucho más claro cuando la señora 
Senadora Xavier explicó lo que es la elaboración de un protocolo de atención. Creo que le daría más 
fuerza o más claridad al planteo que se está haciendo en el aditivo. 


SEÑORA XAVIER.- Se podría hablar de “programas asistenciales protocolizados”. 


SEÑOR ANTÍA.- Quizás, podríamos decir: “promover el desarrollo de programas asistenciales con la 
estrategia de disminución del riesgo y daño que incluyen un protocolo en la atención integral a los 
casos de 'embarazo no deseado”, etcétera. De otro modo, parece que estamos promoviendo, 
subrepticiamente, el aborto y no el protocolo. 


SEÑORA XAVIER.- De acuerdo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 5%, con el agregado 
de dos literales, uno después del c) y otro a continuación del e). 


(Se vota:) 
-5 en 5. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ANTÍA.- Con relación a lo que propuso anteriormente el señor Senador Vaillant, voy a sugerir 
una modificación en el literal a). Para ser coherentes con lo que votamos antes, propongo que en lugar 
de decir: “promover y proteger”, se establezca: “difundir y proteger”. De esa forma, en el literal a) 
mantenemos el mismo esquema que veníamos siguiendo. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- A esos efectos, en el literal a) se sustituye la expresión “promover y proteger” 
por “difundir y proteger”. Se agregan también los literales c1) y e1). 


La Mesa aclara que es en este entendido que se ha aprobado el artículo 5*. 


SEÑORA XAVIER.- Y hay un literal k), que habría que incorporar, que dice: “prevenir y reducir el daño 
de los efectos del consumo de sustancias adictivas legales e ilegales”. 


Sabemos que es muy importante la incidencia del consumo de tabaco en el cáncer de cuello 
de útero, además del daño que puede provocar en el curso de un embarazo; y en estos momentos 
estamos asistiendo a las graves consecuencias que a la gestación trae la pasta base. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se reitera la votación del artículo 5% con el 
aditivo propuesto. 


(Se vota:) 
-6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR ALFIE.- Sugiero que en la sesión del Senado se pida la postergación de la consideración de 
este tema, que estaba prevista para el día de mañana, y se solicite una sesión extraordinaria para el 
miércoles 31 del presente mes. Hago esta propuesta, teniendo en cuenta que ahora debemos tratar el 
artículo 6%, que es muy extenso; que la hora ya es avanzada y que creo que dicha postergación no va a 
alterar en nada las cosas. Si bien hemos hecho avances sustanciales en nuestro trabajo, el artículo 6% 
es Casi tan extenso como todo lo que hemos tratado hasta ahora, y después habremos de discutir los 
Capítulos Il y 1Il. Ya llevamos una sesión de más de dos horas, por lo que, reitero, no creo que una 
semana más cambie demasiado el tratamiento de este proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hay acuerdo para solicitar que la sesión extraordinaria del día de 
mañana se suspenda y se convoque para el próximo 31 de octubre. 


SEÑOR ALFIE.- Esa es mi propuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas formas, el Presidente del Senado recogerá nuestra propuesta, y si 
dispone otra cosa, escapa a nuestra voluntad. 


Entonces, la Comisión de Salud Pública se reunirá el próximo martes a las 12 horas, de 
manera de continuar con el tratamiento de este proyecto de ley. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 14 y 31 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


